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Cuaderno 32
Pauline Capdevielle**

“Las convicciones religiosas no eximen en ningún 
caso del cumplimiento de las leyes del país. Na-
die podrá alegar motivos para evadir las respon-

sabilidades y obligaciones prescritas en las leyes”.3 Es 
con esta fórmula lacónica con la que el orden jurídico 
mexicano pretende resolver los conflictos que nacen 
del contraste entre un mandato legal y las conviccio-
nes fundamentales de un individuo. Evidentemente, 
el problema no es tan sencillo. Las objeciones de con-
ciencia, nacidas de la reivindicación de autonomía 
moral del sujeto, van mucho más allá que aquella sim-
ple disposición legal, e invitan a interrogarnos sobre 
el sentido de la convivencia y sobre las tensiones que 
existen entre el derecho y la moral, ruptura e institu-
cionalidad, hecho y derecho, individuo y comunidad, 
obediencia y disenso, etcétera. Nos obligan a pensar 
en el marco de una diversidad creciente, en la cual 
la globalización, la movilidad, los avances tecnológi-
cos, y de manera general el triunfo de la modernidad, 
han erosionado significativamente la cultura tradicio-
nal, al introducir las ideas de libertad individual, de 
vida privada, de derecho al disenso y a la diferencia.4

El problema no es simplemente teórico. Las pre-
tensiones de superioridad de un precepto religioso 
sobre una norma jurídica, y su fuerte incremento en 
las últimas décadas, ilustran los retos que conocen 
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nuestras sociedades cada vez más plurales. En este 
sentido, expresan un momento crítico de la gestión 
de la diferencia en los sistemas democráticos, al de-
safiar los conceptos de tolerancia y neutralidad, cla-
ves en la retórica liberal y en el reconocimiento de 
un amplio catálogo de derechos y libertades a favor 
de la persona humana. Por otro lado, las objeciones de 
conciencia han podido revelar, en México, y de mane-
ra general en Latinoamérica, la expresión del con-
servadurismo y de la resistencia de algunos sectores 
religiosos en contra de avances sociales, tales como 
el reconocimiento de los derechos sexuales y repro-
ductivos de las mujeres y de las personas con orien-
taciones sexuales diferentes de la heterosexual. 

En este contexto, buscaré, en este trabajo, explorar 
cómo se articula la problemática de la libertad de 
conciencia y de las objeciones por motivos religiosos 
en el marco de sociedades democráticas y laicas. El 
objetivo es mostrar la complejidad del fenómeno y la 
ausencia de una respuesta evidente, especialmente 
tratándose de comportamientos que ponen en peli-
gro la laicidad del Estado y la consolidación de los 
nuevos derechos y libertades reconocidos. Asimismo, 
intentaré mostrar que la libertad de conciencia, lejos 
de ser un derecho absoluto e ilimitado, obedece a 
condiciones precisas cuando pretende ejercerse por 
encima de la ley y vulnerar los ideales de igualdad y 
autonomía moral defendido por la laicidad. 
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I. Libertad de conciencia y objeciones  
por motivos religiosos 

A pesar de su uso común y de su consagración en 
los principales instrumentos de derechos humanos a 
nivel internacional y regional, la idea de libertad de 
conciencia no se cernea con facilidad, debido a su 
carácter etéreo e impalpable y a la pluralidad de sen-
tidos que asume. Asimismo, la conciencia designa 
tanto la capacidad del ser humano en reconocerse 
en sus atributos esenciales como también su conoci-
miento reflexivo de las cosas, la actividad mental a 
la que solo puede acceder él mismo, su proceso de 
representación mental del mundo, o su conocimien-
to interior del bien y el mal.5 Desde el enfoque de las 
ciencias políticas y jurídicas, el esfuerzo conceptual 
alrededor de la noción y de sus consecuencias prác-
ticas gira precisamente en torno a este último aspec-
to, en la idea de conciencia moral; eso es, el conoci-
miento de las normas o reglas morales y el desarrollo 
de las convicciones fundamentales de los individuos. 
Por otra parte, la idea de un “derecho a” está lejos de 
haberse impuesto como una evidencia. La libertad 
de conciencia nace en la modernidad, mediante la 
idea de tolerancia religiosa, en el contexto de los vio-
lentos conflictos religiosos que sacuden Europa tras 
la ruptura de la unidad cristina. En tales circunstan-
cias, el reconocimiento de autonomía moral de los 
individuos y la idea de tolerancia no eran simples 
virtudes políticas, sino una exigencia a favor del or-
den y de la paz social.6 

El concepto de libertad de conciencia presenta 
mucha cercanía con otros conceptos, en particular 
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con la libertad de pensamiento consagrada en los 
textos internacionales de los derechos humanos, con 
la de libertad ideológica mencionada en la Constitu-
ción española, la libertad de creencias de la Cons-
titución mexicana, o la libertad de opinión en la 
tradición francesa. En pocas palabras, con todas las 
expresiones que sugieren un espacio de soberanía en 
el fuero interno de los individuos. Sin embargo, es 
posible encontrar ciertas diferencias entre ellas. En 
primer lugar, la libertad de conciencia no se confun-
de con la libertad de pensamiento, que parece refe-
rirse de forma genérica a todas las actividades inte-
lectuales del ser humano. Tampoco se reduce a la 
libertad ideológica, la cual parece relacionarse más 
precisamente con el pensamiento político, entendi-
do como el conjunto de valores e ideas, cuya finali-
dad es la organización de la convivencia colectiva.7 
Si bien tiene vínculos estrechos con la libertad de 
creencias y de religión —tanto en su origen como en 
su concepto—, su especificidad es otra: la libertad 
de conciencia corresponde al ámbito de las obliga-
ciones morales; es decir, todas las convicciones, ya 
sean religiosas, filosóficas o políticas que tienen pre-
tensión de universalidad.8 De esta manera, la libertad 
de conciencia se define como la posibilidad, para los 
individuos, de definir sus propios sistemas de morali-
dad y su aplicación frente a casos concretos. En este 
sentido, asume un compromiso más profundo que la 
libertad de sostener ideas u opiniones, la cual parece 
ser más superficial y coyuntural, y finalmente, más 
intelectual que moral.9 Asimismo, para la filósofa es-
tadounidense Martha Nussbaum, la conciencia es la 
facultad de los seres humanos con la que buscan el 
sentido último de su vida,10 la búsqueda interior e 
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íntima de toda persona.11 Esta facultad moral y es-
piritual sirve de base a la exigencia de igual respeto 
hacia los demás, siendo el fundamento del desarrollo 
de la tradición de los derechos humanos.12 En defini-
tiva, la libertad de conciencia se vincula con la idea 
de dignidad de la persona humana, con el reconoci-
miento de su autonomía moral como fuente de sus 
derechos y libertades. 

Si bien esta libertad se entiende y se desarrolla 
hoy en día dentro del pensamiento moderno, indivi-
dualista y liberal, su evolución a lo largo del tiempo 
pone de relieve la existencia de diferencias concep-
tuales profundas en torno a la noción, que perduran 
hasta hoy. De acuerdo con Pierluigi Chiassoni, la 
conciencia, en el pensamiento premoderno, se pre-
sentaba como un ente autónomo, que vivía en cada 
ser humano y hablaba una voz de verdad; eso es, un 
conjunto de preceptos morales objetivos, absolutos y 
vinculantes.13 Esta visión heterónoma de la concien-
cia se acompañaba, en los sistemas institucionaliza-
dos de moral, de la idea de que sus dictámenes no 
llegaban directamente a los individuos, sino a través 
del filtro de actores autorizados —generalmente, el 
clérigo—. Con el auge de la modernidad, y en par-
ticular a partir de Kant, la conciencia empieza a en-
tenderse a partir de la idea de autonomía moral, pri-
mero al volverse el individuo su único intérprete, y 
después el autor mismo de su contenido, mediante 
un proceso de reflexión.14 

Estas dos maneras de entender la conciencia si-
guen siendo hoy la fuente de ambigüedades y mal-
entendidos, que contribuyen a complejizar y a dar 
un carácter paradojal a la noción. En efecto, tanto 
la conciencia heterogénea como la conciencia autó-
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noma constituyen modalidades legítimas de ejercicio 
de la libertad de conciencia; sin embargo, parecen 
incompatibles entre sí. La libertad de conciencia, 
entendida como manifestación de la voluntad libre 
y autónoma del sujeto, difícilmente se concilia con 
una conciencia heterónoma e institucionalizada, aun 
libremente aceptada. En esta última versión, la con-
ciencia se presenta como la adhesión a una comu-
nidad y a una tradición, que conlleva un riesgo de 
autolimitación de la libertad individual frente al gru-
po. Por otro lado, para sus detractores, la defensa de 
una conciencia completamente liberada de toda ata-
dura colectiva solo producirá aislamiento y ausencia 
de metas comunes de cooperación. De esta manera, 
la noción de libertad de conciencia conlleva en su 
seno los términos del viejo dilema entre dimensión 
individual y comunitaria del ser humano, sin lograr 
aportarle una solución satisfactoria. 

Ahora bien, la libertad de conciencia no solo es 
problemática en su concepto y significado, sino tam-
bién a nivel de su ejercicio y de sus consecuencias 
prácticas. Asimismo, muchos han manifestado su in-
compatibilidad sustancial, radical, definitiva con el 
derecho. Ya lo decía Voltaire en su Diccionario fi-
losófico: “La conciencia, el fuero interno […] nada 
tiene que ver con las leyes del Estado”.15 Se trataría 
de nociones imposibles de mezclar y de combinar, a 
la imagen del agua y del aceite, dos conceptos que 
hablarían un idioma completamente diferente. Por 
lo tanto, es un lugar común presentar la conciencia 
como algo que escapa a la sujeción del derecho en 
razón de su carácter no coercitivo e inmaterial, un es-
pacio de soberanía individual que nadie ni nada pue-
de forcejar, inmune a las presiones, torturas y lavados 
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de cerebro. En definitiva, una conciencia espontánea, 
absoluta e inmune a cualquier condicionamiento ex-
terior. Sin embargo, debemos constatar que lejos de 
esta imagen idealizada y heroica, la conciencia, en 
la práctica, es algo frágil y en constante evolución, 
que depende en gran medida de las condiciones ma-
teriales en la cual se desarrolla. Por lo tanto, es de-
finitivamente asunto del derecho y de la política de 
favorecer las condiciones de pluralidad, tolerancia, 
educación y laicidad que permiten un desarrollo li-
bre de las conciencias.16 La libertad de conciencia 
toma su sentido cuando existen las condiciones de 
libertad, que permiten al sujeto una reflexión crítica 
y una adhesión voluntaria a los dogmas impuestos 
por los -ismos, ya sean religiosos o ideológicos. En 
este sentido, el cuidado de las conciencias en forma-
ción es particularmente importante, y pasa por una 
acción decidida de los Estados en materia de educa-
ción. Tanto la existencia de escuelas oficiales laicas 
como la de instituciones particulares confesionales 
garantizan, mediante el juego del pluralismo y de pe-
sos y contrapesos, una plena libertad de conciencia 
de todos los miembros del cuerpo social, al constituir 
una barrera en contra del pensamiento único. 

Por otro lado, el carácter absoluto de la conciencia 
es puesto en tela de juicio en cuanto se exterioriza en 
actos materiales. En efecto, de poco serviría definir la 
libertad de conciencia como el derecho de adscribir 
a las convicciones de su elección sin la posibilidad 
de actuar conforme con ellas. Ello toma particular 
relevancia en el terreno religioso, ya que la adhesión 
a un sistema institucionalizado de creencias implica, 
en la mayoría de los casos, seguir algunos preceptos, 
ya sean vestimentarios, alimenticios, cultuales, etcé-
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tera. La libertad de conciencia se despliega en actos 
externos, los cuales gozan a su vez de un sistema de 
garantías mediante, entre otros, las libertades de expre-
sión, de culto, de reunión, de asociación, de enseñanza, 
etcétera. He aquí un vínculo estrecho entre libertad 
de conciencia y libertad de religión, entendida en 
sentido amplio como el conjunto de garantías que 
permiten a los creyentes relacionarse con un sistema 
de creencias libremente aceptado, en los límites de 
la protección del orden, la salud y la moral públicos, 
y de los derechos de los demás.  

Las cosas, sin embargo, adquieren mayor comple-
jidad cuando la reivindicación de la libertad de con-
ciencia y de religión se despliega frente a un man-
dato legal, cuando pretende eximir su titular de una 
obligación impuesta por el derecho: es el caso de 
las objeciones de conciencia. A lo largo del tiempo, 
este fenómeno ha ido adquiriendo una relevancia y 
una legitimidad cada vez mayores, al abandonarse 
progresivamente la tesis, originada en la Reforma y 
retomada por algunos filósofos de la Ilustración, que 
distinguía entre un derecho absoluto a la libertad de 
conciencia en el fuero interno o incluso en la mani-
festación de las ideas, y la obligación incondicional 
de obediencia a las autoridades civiles.17 Al contra-
rio, la existencia de un sistema de derechos garanti-
zados, basados en las ideas de tolerancia, pluralismo 
y neutralidad, parece abonar a favor de un mayor 
reconocimiento de las pretensiones religiosas sobre 
los mandatos legales.  

Las objeciones de conciencia por motivos religio-
sos han conocido un incremento importante en las 
últimas décadas.18 De los postulados más clásicos 
—rechazo del servicio militar, a rendir los honores 
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a los símbolos patrios, transfusiones sanguíneas— el 
tema ha adquirido mayor complejidad con casos no-
vedosos, tal como el rechazo a los matrimonios entre 
personas de mismo sexo, el trato a personas transgé-
nero o la convivencia entre hombres y mujeres, para 
citar algunos ejemplos. Cabe mencionar que a pesar 
de este aumento y diversificación de sus postulados, 
tales situaciones resultan excepcionales en el marco 
de sociedades que protegen los ideales de libertad e 
igualdad mediante un sistema de garantías. Pero no 
por ello se irán resorbiendo por sí mimas: de no ser 
atendido seriamente, pueden provocar daños graves 
tanto a las personas como a la sociedad en su con-
junto. Importa, pues, en primer lugar, determinar con 
mayor precisión lo que entendemos por objeción de 
conciencia. 

De manera general, se entiende la objeción de 
conciencia la pretensión pública de un individuo en 
evadir el cumplimiento de un mandato jurídico con 
base en motivos morales, entendidos en sentido am-
plio como éticos, filosóficos, políticos o religiosos. 
Se trata de un paradigma antiguo, que nos remite a la 
tragedia de Antígona, que desobedece a la autoridad 
de su tío, el rey Creonte, en nombre de las “leyes 
no escritas y eternas de los Dioses”, la resignación 
de Sócrates en aceptar el castigo para denunciar la 
injusticia que lo azota, o el martirio de los primeros 
cristianos en Roma por negarse a portar armas y a 
rendir culto al emperador. Más cerca de nosotros, la 
objeción de conciencia adquiere su forma moderna 
con la negativa, en 1846, del ciudadano estadouni-
dense Henry David Thoreau, de pagar sus impues-
tos al estado de Massachusetts, que mantenía la es-
clavitud y que se hallaba involucrado en una guerra 
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injusta contra México. Sus escritos,19 sacados de la 
oscuridad por León Tolstoi unas décadas más tarde,20 
influyeron durablemente tanto en la teoría como en 
la práctica de la objeción y de otras formas de resis-
tencia pacífica al derecho y a la autoridad. A partir 
de los grandes conflictos del siglo XX, la objeción de 
conciencia conoce un desarrollo intenso con el re-
chazo de la guerra y del servicio militar. En la actua-
lidad, las objeciones de conciencia parecen susten-
tarse cada vez más sobre motivos religiosos, debido 
a un proceso acelerado de pluralización de nuestras 
sociedades generado por la mayor circulación de las 
ideas y de las poblaciones. 

Más allá de sus avatares históricos, la objeción de 
conciencia, ya sea religiosa, política o filosófica, se 
presenta, primeramente, como una actitud firme y 
seriamente evaluada, que se aleja por tanto de com-
portamientos impulsivos y caprichosos.21 De acuerdo 
con su nombre mismo, hace referencia, como ya vi-
mos, a la esfera de las convicciones más fundamen-
tales y profundas del individuo. Por otra parte, se 
caracteriza por la conflictividad, ya que, nacida en 
el fuero interno de los individuos como incompati-
bilidad entre el sistema de moralidad asumido y las 
exigencias del orden jurídico-político, se desenvuel-
ve como una proclama externa de negativa a cum-
plir con el mandato. En este sentido, la objeción es 
necesariamente pública (y se diferencia por lo tanto 
de la evasión de conciencia que se caracteriza, de 
acuerdo con John Rawls, por el carácter secreto del 
comportamiento) y se presenta como un fenómeno 
de resistencia a la autoridad. 

Sin embargo, no todos los actos de desobediencia 
basados en un motivo moral son objeciones de con-
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ciencia. Un primer criterio que pone orden en la ne-
bulosa de la insumisión remite al criterio de la lealtad 
constitucional; eso es, el reconocimiento general de 
la validez de las bases del poder político. Asimismo, 
al contrario de la revolución o de la resistencia a la 
opresión, la objeción de conciencia supone un am-
plio reconocimiento de los fundamentos de la con-
vivencia social y de la validez general del derecho, 
lo cual se ilustra en la resignación de los objetores 
en aceptar el castigo previsto por el sistema.22 Si el 
criterio de la lealtad constitucional es útil para una 
primera aproximación del concepto, no es suficien-
te para diferenciar este de la desobediencia civil, ya 
que ambos respetan el orden político-jurídico vigen-
te y limitan la resistencia a una norma o política mu-
cho más circunscrita. Hay que descartar, en primer 
lugar, que la objeción de conciencia sea una sub-
especie de la desobediencia civil o que solo pueda 
caracterizarse con base en un criterio cuantitativo; 
es decir, a una actuación estrictamente individual, 
cuando la desobediencia supondría en cambio una 
acción colectiva. Su especificidad está en otra parte, 
precisamente, en el carácter privado de la objeción 
de conciencia; en otros términos, en su carácter no 
político. Mientras el desobediente busca la modifica-
ción o abrogación de la norma, el objetor solo bus-
ca evadirla; cuando el primero llama al sentido de 
la justicia de la mayoría, el segundo solo reclama el 
reconocimiento de sus propias convicciones funda-
mentales. Así las cosas, y de acuerdo con Joseph Raz, 
la objeción de conciencia solo tiene un fin meramen-
te subjetivo: la defensa de la propia conciencia ante 
las embestidas mayoritarias. Solo busca proteger al 
agente de la interferencia de la autoridad pública23 
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en lo que considera su esfera privada y su libertad de 
conciencia. De esta forma, la objeción por motivo 
de conciencia remite a la idea de autonomía moral 
individual, y no tiene pretensión, al contrario de la 
desobediencia civil, a tener peso alguno en la toma 
de decisiones públicas. 

Por último, la objeción de conciencia, al contra-
rio de la desobediencia civil, pretende lograr cierto 
grado de reconocimiento jurídico, ya sea mediante 
el reconocimiento legal de la exención, o bien vía 
judicial con un ejercicio de ponderación entre el de-
recho de libertad de conciencia y el peso y los in-
tereses garantizados por la norma impugnada. De 
hecho, podemos afirmar que la finalidad del obje-
tor, al hacer valer sus escrúpulos de conciencia, es la 
permisión oficial de la exención y no el tormento del 
castigo, lo cual aparece solamente como la ultima 
ratio para evadir la obligación jurídica. Así, más que 
una contradicción insoluble entre ley y conciencia, 
se considera que el derecho mismo puede resolver y 
dar respuestas correctas a la negativa de un individuo 
de acatar un mandato jurídico con base en motivos 
morales.24 La situación jurídica de las objeciones de 
conciencia varía de manera importante según las le-
gislaciones. Algunos ordenamientos las rechazarán 
tajantemente, considerando la existencia de normas 
obligatorias y generales como un límite necesario y 
justificado de la libertad de conciencia de los indi-
viduos. Sin embargo, en la mayoría de los casos los 
Estados democráticos reconocen algunos supuestos 
de objeciones de conciencia de manera puntual en 
un marco limitado a algunas circunstancias determi-
nadas por el legislador o por el juez. 
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Sin embargo, ¿deben todas las objeciones de con-
ciencia ser reconocidas por el derecho? En otras pa-
labras, ¿todas se valen igualmente, o existen razones 
de peso para, en algunas circunstancias, ponderarlas 
y limitarlas? El principio de laicidad, cuya finalidad 
es la convivencia pacífica entre diferentes maneras 
de ver el mundo, abre perspectivas interesantes para 
responder a tal pregunta. 

II. Principio de laicidad  
y objeciones de conciencia

En México, las recientes reformas a los artículos 24 
y 4025 de la Constitución federal han reabierto la dis-
cusión en torno al alcance de la libertad de concien-
cia y de religión en el país, y exigen ahora replantear 
los términos de la discusión a la luz de la proclama-
ción del carácter laico de la República mexicana. Si 
bien la reforma no ha traído modificaciones sustan-
ciales al régimen, esta redefinición de los atributos 
esenciales del régimen político del país ha de con-
siderarse como un elemento ineludible a la hora de 
pensar los desafíos del pluralismo, especialmente los 
fenómenos religiosos más desafiantes como lo son 
las objeciones de conciencia. En este sentido, ¿cómo 
se articula el principio de laicidad ante estos fenó-
menos? ¿Constituye un factor favorable a su recono-
cimiento, o en cambio, un freno a su aceptación? En 
otros términos, ¿cómo entiende el principio laico el 
desajuste entre dos sistemas normativos concurrente, 
el civil por una parte, y el religioso por la otra?  

La laicidad es un concepto que tiene raíces anti-
guas, pero que toma su sentido moderno a partir de 
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los siglos XVII y XVIII con la reivindicación de la pri-
macía de la razón sobre el misterio y la emancipación 
de la filosofía y de la moral respecto de la religión 
positiva.26 A partir de ahí, el principio se desarrolla 
desde dos vertientes: una filosófica, que centra la re-
flexión en la disociación entre razón y revelación, 
y otra más institucional y orientada hacia la praxis, 
que busca garantizar las condiciones de la paz so-
cial con base en un régimen de libertad. Asimismo, 
en su vertiente práctica, busca la convivencia pací-
fica de las diferentes imágenes del mundo presentes 
en la sociedad civil, mediante el establecimiento de 
un Estado imparcial en materia de fe y de verdades 
religiosas, que asegura las libertades en igualdad de 
condición para todos los individuos. De acuerdo con 
la Declaración Universal de la Laicidad en el Siglo 
XXI,27 la laicidad, en dicha versión institucional, des-
cansa sobre tres elementos: autonomía de las esferas 
política y religiosa; libertad de conciencia y de reli-
gión, e igualdad de todos los individuos y de todas 
las instituciones religiosas ante la ley. Así las cosas, 
el principio de laicidad comparte vínculos estrechos 
con los ideales de la democracia constitucional: la 
clara afirmación de la legitimidad popular y no reli-
giosa,28 y el compromiso a favor de la libertad y de 
la igualdad.

En primer lugar, la autonomía de las esferas po-
lítica y religiosa se inscribe dentro del proyecto de 
la modernidad, lo cual implica una clara separación 
entre el ámbito público y el ámbito privado para deli-
mitar la esfera de las libertades personales, por un lado, 
y la existencia de un espacio de convivencia abierto 
a todos, por el otro. Para los individuos, implica una 
privatización de las creencias; eso es, un esfuerzo de 
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distinción entre el estatus de creyente y el de ciuda-
dano. A nivel político, postula la separación entre ley 
y pecado —es decir, entre las normas que valen para 
todos y las reglas que solo conciernen los creyentes 
con base en una adhesión voluntaria— que se hace 
posible mediante la idea de deliberación pública. 
He aquí la idea de razón pública, entendida, a par-
tir de la tradición kantiana, como el juicio crítico de 
los ciudadanos discutiendo en foros públicos sobre los 
elementos esenciales de la convivencia social y po-
lítica.29 Dicho principio reclama una distinción entre 
creencias privadas y argumentos estrictamente políti-
cos, que permita a los ciudadanos hablar un lengua-
je común en vista de conseguir consensos respecto 
de los temas que afectan a todos los miembros de la 
comunidad. Sobre esta base, la laicidad va más allá 
de la simple separación institucional entre el Estado 
y las instituciones religiosas, e implica el rechazo de 
todo argumento de autoridad en el ejercicio de la 
democracia, y en cambio el debate y la deliberación 
en condiciones de reciprocidad y tolerancia.  

Por su lado, la libertad se presenta como el nú-
cleo del ideal laico al ser el principio que permite 
integrar a todos los individuos en el proyecto de so-
ciedad. Se presenta como un valor compartido que 
permite a todos vivir de acuerdo con sus planes de 
vida sin trabas, en un contexto de pleno reconoci-
miento de la autonomía moral de cada uno de los 
miembros de la comunidad. Sin embargo, la liber-
tad laica no es exenta de complejidad y ambigüe-
dad, al presentarse simultáneamente como libertad 
de religión, y libertad frente a la religión.30 Es decir, 
busca proteger la autonomía del pensamiento frente 
al dogmatismo religioso, al mismo tiempo que ase-



la
ic

id
a

d
 y

 l
ib

er
ta

d
 d

e 
c

o
n

c
ie

n
c

ia

18

gura la plena libertad de creencias religiosas, tanto 
en su dimensión interna como externa, en público 
y en privado, solo o asociado con otros, de acuerdo 
con los textos internacionales de derechos humanos 
en la materia. Asimismo, la preservación simultánea 
de estos dos objetivos puede parecer problemática, si 
no abiertamente contradictoria en algunos casos. Un 
equilibrio muy delicado, ya que el fortalecimiento de 
la autonomía del individuo frente a las instituciones 
religiosas puede constituir una interferencia ilegítima 
del Estado sobre el derecho de libertad de conciencia 
y de religión del individuo, mientras que dar rienda 
suelta a todas las pretensiones de las instituciones re-
ligiosas conlleva también el riesgo de vulnerar la li-
bertad individual en la determinación de los propios 
preceptos morales. 

Por último, las exigencias de igualdad y de no dis-
criminación aparecen como los corolarios de lo an-
terior: una visión robusta de la libertad basada sobre 
el reconocimiento de la igual autonomía moral de los 
individuos, y una separación clara del Estado y de las 
iglesias a todos los niveles, que impone al Estado una 
obligación de neutralidad respecto de los diferentes 
credos y le prohíbe establecer diferentes categorías 
de ciudadanos con base en sus creencias religiosas. 
Esta utilización del concepto de neutralidad ha sido 
criticado, pues la laicidad, al contrario del escepti-
cismo moral, es comprometida con ciertos valores, 
en particular la democracia, la tolerancia, la liber-
tad e igualdad, la razón pública, etcétera. Por ello, 
algunos autores prefieren hablar de imparcialidad y 
de “laicidad activa”31 para superar la referencia ne-
gativa del concepto y tener más flexibilidad a la hora 
de interpretar el principio de laicidad en situaciones 
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concretas. Esta visión de la neutralidad como princi-
pio de acción y no solo de abstención es importante 
para entender a la laicidad más allá de su dimensión 
prohibitiva, como un principio cuyo objetivo es la 
coexistencia pacífica de todos. Asimismo, y tal como 
lo afirma Rodolfo Vázquez, la laicidad puede exigir 
desde una actitud de tolerancia hasta una decidida 
intervención del Estado para garantizar la consecu-
ción de los planes de vida de todos en igualdad de 
condiciones.32 De esta manera, la separación del Es-
tado y de las iglesias y el principio de neutralidad 
no son finalidades en sí, sino los medios para hacer 
posible la consecución de la libertad e igualdad de 
todos. 

Sobre esta base, la problemática de las objeciones 
de conciencia vista mediante el prisma de la laicidad 
puede tener respuestas ambiguas, incluso contradic-
torias, con la existencia de zonas grises y tensiones 
entre sus diferentes elementos. Por un lado, el princi-
pio de laicidad parece argumentar a favor de un am-
plio reconocimiento de los escrúpulos de conciencia 
por motivos religiosos, ya que implica el respeto y 
la garantía de la libertad de conciencia y de religión 
de los individuos. De igual manera, el principio de 
imparcialidad o de neutralidad activa tiene precisa-
mente el objetivo de restablecer situaciones de des-
igualdad material frente a una disposición de carácter 
general que impone cargas diferenciadas a algunos 
ciudadanos. Sin embargo, en contra, la laicidad exi-
ge una separación clara entre el estatus de creyente 
y el de ciudadano y la privatización de las creencias, 
sin los cuales se vuelve imposible alcanzar consen-
sos alrededor de algunos principios de convivencia y 
definir metas comunes de cooperación. En tal pers-
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pectiva, circunscribir la esfera de la autonomía moral 
a las exigencias de la ley sería un límite legítimo, jus-
tificado por el esfuerzo a favor del bien común que 
supone toda sociedad funcional y solidaria.   

En los hechos, las respuestas a las objeciones de 
conciencia dependen de diferentes elementos, que in-
teractúan y se ponderan entre sí. En primer lugar, el 
objeto mismo de la objeción tiene sin duda un im-
pacto a la hora de legislar en la materia o de tomar 
una decisión judicial. De manera básica, podemos 
decir que tendrán más posibilidad de ser reconocidas 
las objeciones que se apoyan sobre principios com-
partidos por la comunidad en general. Es el caso, por 
ejemplo, del rechazo a la violencia y a las situacio-
nes de guerra que justifica un amplio consenso in-
ternacional respecto del reconocimiento de las obje-
ciones de conciencia al servicio militar; o incluso la 
existencia, en muchos países, de algunas exenciones 
en torno a las prácticas abortivas, al ser el derecho a 
la vida reconocido a nivel constitucional, y el inicio 
de la vida humana, objeto de muchas controversias. 
En cambio, más difícilmente se aceptan la objeción 
de conciencia de algunas mujeres de ser examinadas 
por médicos varones en el marco de los sistemas pú-
blicos de salud, o incluso la negativa de funcionarios 
públicos de participar en la celebración de uniones 
civiles entre personas del mismo sexo. A diferencia 
de los casos precedentes, estas objeciones son más 
difíciles de justificar con base en criterios universa-
les de justicia, y hasta pueden aparecer, en algunos 
casos, en abierta contradicción con los principios de 
igualdad y de no discriminación. No se trata aquí de pe-
dir a los objetores argumentos exclusivamente secu-
larizados. La exigencia de razón pública no puede 
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ser tan severa que cuando se definen reglas coerciti-
vas para todos. Sin embargo, parece sensato sostener 
que las objeciones de conciencia —al implicar una 
ruptura del principio de obediencia y de igualdad 
ante la ley, y una pretensión de exención ante una 
exigencia de la vida social— deban ser objeto de un 
esfuerzo de justificación y de reflexión basado en ar-
gumentos razonables.

Por otra parte, la respuesta a una pretensión de pri-
macía de un imperativo religioso sobre una norma 
general dependerá en mucho grado de qué mode-
lo de laicidad estamos hablando, modelo a su vez  
fuertemente determinado por la historia, el grado de 
secularización y el pluralismo propio de cada socie-
dad. Una laicidad fuertemente comprometida con 
los ideales liberales hará hincapié sobre la idea de 
autonomía moral del individuo, concretizada a ni-
vel constitucional por el reconocimiento de un am-
plio catálogo de derechos y libertades personales, en 
particular la libertad de conciencia y de religión. En 
tal modelo, la laicidad se entiende en gran medida 
mediante los conceptos de neutralidad y de toleran-
cia. El primero, más allá de garantizar el derecho a 
no ser discriminado y la igualdad formal de todos 
ante la ley, impone al Estado una estricta abstención 
respecto de la definición y elección de los planes y 
finalidades de la vida de los individuos. Obliga el Es-
tado a respetar en plan de igualdad a todas las éticas 
privadas, al presentarse como un marco de justicia 
en el cual cada ciudadano puede perseguir su propia 
visión del bien.33 Por su lado, el principio de toleran-
cia está estrechamente vinculado con lo anterior, al 
imponer una visión robusta de la neutralidad frente a 
comportamientos que pueden aparecer reprobables 
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desde el punto de vista de la moral mayoritaria en un 
primer momento. En este sentido, la tolerancia puede 
entenderse como una virtud política que permite su-
perar las crispaciones y bloqueos, mediante la pon-
deración de argumentos morales34 entre las partes in-
volucradas. En su dimensión horizontal, el concepto 
se presenta como el compromiso de reconocimiento 
recíproco de todos los individuos, lo que constituye 
para Hans Kelsen el núcleo duro de la organización 
democrática, y para John Rawls, la base de su con-
senso traslapado. De esta manera, la tolerancia libe-
ral, más allá de sus críticas como forma de condes-
cendencia hacia los demás, ha de entenderse como 
la exigencia de adoptar las perspectivas de los demás 
a la hora de definir los grandes ejes de la conviven-
cia social, y de resolver los desafíos cotidianos que 
nacen de la praxis.35 En materia de objeción de con-
ciencia, permite superar  los argumentos formalistas 
de respeto irrestricto a la ley frente a la existencia de 
buenas razones fundamentadas en el sistema de los 
derechos humanos, lo cual, orientado hacia el reco-
nocimiento de la igualdad y autonomía de los indivi-
duos, goza de superioridad frente a las decisiones de 
las mayorías. 

Por su lado, una laicidad teñida de republicanismo 
tenderá a ser más severa con las reivindicaciones de 
primacía de un imperativo ético individual sobre una 
norma colectiva, entendida ella como expresión de 
la voluntad general. En su versión fuerte, en efecto, 
el republicanismo llega a considerar que la voz de la 
soberanía nacional constituye un límite justificado a 
la autonomía del ciudadano, especialmente cuando 
está en juego el bien común. El modelo republicano 
de laicidad tiene tendencia a poner énfasis en una 
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visión fuerte de separación y en la idea de privati-
zación de las creencias, tanto a nivel institucional 
entre el Estado y las iglesias como también a nivel 
individual entre el estatus de ciudadano y de creyen-
te. De esta manera, cada miembro de la comunidad 
ha de ser capaz de distinguir entre el ámbito estric-
tamente privado de su vida y la dimensión pública 
orientada hacia el bien común.36 En caso de contra-
dicción entre ambos, la tensión debe resolverse a 
favor de lo público, conforme con la visión de una 
libertad entendida en términos positivos, como par-
ticipación de todos los ciudadanos a la definición de 
metas comunes. En este contexto, la religión ha sido 
frecuentemente considerada como un obstáculo a la 
edificación de un proyecto colectivo común, lo que 
condujo el Estado a adoptar lo que podríamos llamar 
una “neutralidad militante”, es decir, el rechazo de 
toda manifestación religiosa en una esfera pública 
entendida de manera amplia.  

Por último, la tradición multiculturalista ha desa-
rrollado el concepto de “laicidad abierta”, el cual se 
apoya, de acuerdo con el Reporte Bouchard-Taylor 
de 2008,37 sobre los ideales de consenso y de diá-
logo en el marco del reconocimiento moral de las 
personas, de la libertad de conciencia y de religión, 
de la neutralidad del Estado frente al pluralismo de 
valores, así como de la autonomía recíproca entre el 
Estado y las instituciones religiosas. En este modelo, 
la laicidad da prioridad a la libertad de los individuos 
y a una visión muy flexible de la neutralidad, que tie-
ne vocación a luchar de forma vigorosa contra todo 
tipo de discriminaciones y desigualdades. A diferen-
cia de otros modelos que se caracterizan por tener 
una fijación sobre lo religioso,38 el enfoque intercul-
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tural, para sus partidarios, busca valorar la vocación 
pacificadora e integradora (y no asimiladora) de la 
laicidad, y pasar de una problemática de creencias 
personales a la gestión de la diversidad mediante el 
diálogo y la búsqueda de elementos compartidos en-
tre diferentes visiones del mundo.39 Sobre esta base 
doctrinal, la jurisprudencia canadiense ha desarrolla-
do la noción jurídica de “acomodo razonable”, que 
se define como un mecanismo que busca remediar a 
las formas de discriminación que surgen en la aplica-
ción de una norma o de una ley por demás legítima.40 
Consiste en la obligación, tanto por las instituciones 
públicas como por los organismos privados, de to-
mar medidas razonables para resolver un conflicto 
surgido de una discriminación basada en la religión 
o en la creencia, en los límites de la existencia de 
una “carga excesiva”. Ella implica un costo desra-
zonable, un cambio radical en la organización del 
organismo, la violación de los derechos de los ter-
ceros, de las exigencias de seguridad o de orden pú-
blico.41 Aplicada a la problemática de las objeciones 
por motivos de conciencia, la noción de acomodo 
razonable parece abrir un derecho general a la obje-
ción de conciencia, que solo podría ser limitado por 
la comprobación de dicha carga. 

Ahora bien, en la práctica, las experiencias de la 
laicidad no responden a modelos puros, sino que 
combinan diferentes elementos. Incluso los regíme-
nes laicos más enfocados a la diversidad y a la auto-
nomía moral deben pensar la exigencia de cohesión 
social, la definición de valores y objetivos comunes, 
la estimulación de la participación pública, y la crea-
ción de un sentimiento de solidaridad a favor de una 
sociedad igualitaria. Por otro lado, las tradiciones re-
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publicanas han tenido que matizar sus pretensiones 
perfeccionistas, en particular frente a las exigencias 
del constitucionalismo moderno y a la visión de los 
derechos humanos como cartas de triunfo ante las 
mayorías. De la misma manera, estos modelos de lai-
cidad se moldean y se ajustan a las características 
culturales y religiosas de cada sociedad, en particular 
su grado de secularización y de pluralismo. En Mé-
xico, y en Latinoamérica en general, la problemática 
laica se visualiza en el marco de la influencia toda-
vía muy importante de la Iglesia católica en la esfera 
pública, la pluralización religiosa acelerada de la so-
ciedad desde los años ochenta, y el reconocimiento 
—todavía frágil— de nuevos derechos y libertades, 
especialmente en materia sexual y reproductiva. 

III. Objeciones de conciencia legítimas vs.  
utilización abusiva: dos casos mexicanos

Las objeciones de conciencia, ya lo empezamos a 
visualizar, son fenómenos complejos, diversos, para 
los cuales no existe una solución unívoca y única. Al 
contrario, varios elementos deben ser valorados para 
poder encontrar soluciones concretas a los dilemas 
que se plantean en la práctica. A continuación pre-
sentamos dos casos muy diferentes, pero que invo-
lucran ambos escrúpulos de conciencia, y que ilus-
tran tanto las virtudes como los vicios que conlleva 
la problemática. 

El primer caso se presentó de manera recurrente 
en los años noventa, y conoció una resolución sa-
tisfactoria bajo la acción de varios actores públicos 
mexicanos. Se trata de la objeción de los alumnos 
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pertenecientes a la confesión testigos de Jehová, de 
rendir los honores a los símbolos patrios mexicanos. 
Veamos. En vista de suscitar el respeto a los símbolos 
patrios y el amor a la patria, los alumnos del sistema 
de educación básica participan cada lunes y fechas 
nacionales del ciclo escolar a un pequeño desfile en 
el cual rinden honor a la bandera y cantan el himno 
nacional. Tal ritual cívico, fuertemente anclado en 
la cultura mexicana, empezó a volverse problemáti-
co ante la multiplicación de objeciones de concien-
cia de menores testigos de Jehová, que se negaban a 
participar en aquellas ceremonias, al considerar sus 
convicciones religiosas incompatibles con el culto a 
los símbolos patrios.42 Ante el fenómeno, muchas au-
toridades escolares tomaron medidas disciplinarias 
muy severas, tal como la suspensión de los alumnos 
objetores y su exclusión definitiva. 

Frente a la amplitud y complejidad de la situación, 
y ante la inexistencia de una norma capaz de solu-
cionar de manera evidente el problema, varias ins-
tituciones estatales buscaron una solución, pasando 
progresivamente de una actitud rígida y laicista, a una 
mayor toma en cuenta de las libertades fundamenta-
les como parámetro de decisión y de la laicidad como 
principio protector de las conciencias individuales. A 
nivel jurisdiccional, en primer lugar, un fallo de abril 
de 199043 consideraba que “si por imperativos con-
cernientes a su convicción de conciencia de una fe 
religiosa se permitiera a los que la profesan apartarse 
de las normas jurídicas que regulan el comportamien-
to de toda una sociedad, equivaldría someter la vigi-
lancia de esas normas a la aprobación del individuo, 
lo que a su vez pugnaría con el acto de derecho por 
parte de la comunidad”.44 De la misma manera, el 
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juez consideraba que las exclusiones no violaban el 
principio de libertad de conciencia de los alumnos, 
ya que de conformidad con la redacción del artículo 
24 antes de su reforma en 1992, “las ceremonias o 
devociones del culto religioso se circunscriben a los 
templos y domicilios particulares, de modo que no 
es admisible que se traduzcan en prácticas externas 
que trascienden el ámbito social del individuo”.45 
Agregaba que siendo laico el sistema educativo, se-
ría “absurdo” dar la oportunidad a los alumnos de 
“oponerse a las disposiciones reguladoras de la dis-
ciplina interna del plantel, bajo el argumento de su 
fe de la secta denominada ‘Testigos de Jehová’”.  Fi-
nalmente, respecto del derecho a la educación, el 
juez concluía que las expulsiones no vulneraban de 
manera absoluta el acceso de los alumnos a las ins-
tituciones educativas, y que eran conformes con la 
finalidad de preservar el espíritu de los principios 
derivados del papel del Estado en materia educati-
va. A pesar de los errores flagrantes de razonamiento 
jurídico —especialmente, la confusión entre libertad 
de culto y libertad de conciencia— el fallo será se-
guido de decisiones similares y justificará las expul-
siones durante varios años. En 1996, sin embargo, 
una decisión del tribunal de Zacatecas modifica el 
paradigma de solución. Además de considerar que 
las autoridades habían excedidos sus competencias 
al expulsar a dos hermanos objetores sin fundamen-
to normativo, el juez consideró que “la Constitución 
protege la libre manifestación de las ideas, que sólo 
podrá ser limitada por razones de peso, como el or-
den público, y siguiendo un proceso adecuado”.46 El 
tribunal concluía que las expulsiones eran ilegales, al 
no ser sustentado por ninguna norma, y a constituir 
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una violación indebida al derecho a la educación. 
Tal decisión fue seguida por otros fallos similares, y 
se puede considerar que constituye la posición de la 
jurisprudencia mexicana en la materia. Cabe men-
cionar que esta solución favorable a los objetores ha 
sido respaldada por la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, que consideró, en su Recomenda-
ción general 5 de 2003, que 

El derecho a la libertad de creencias religiosas con-
sagrado en el artículo 24 constitucional implica ne-
cesariamente que los individuos que profesan una 
religión puedan actuar de acuerdo con lo que or-
dena el credo que profesan. De esta manera, surge 
para el Estado la obligación de respetar, reconocer y 
garantizar el derecho de las personas creyentes para 
cumplir con lo prescrito en su religión, es decir, la 
libertad religiosa significa también que las personas 
puedan actuar en sociedad conforme a sus creencias 
religiosas.47 

Finalmente, bajo la acción combinada del juez y 
del ombudsman, las objeciones de conciencia son 
ahora debidamente respetadas por las autoridades 
educativas, en el marco del reconocimiento de la li-
bertad de conciencia de los alumnos y del respeto de 
su derecho a la educación. 

Ahora bien, el segundo ejemplo que presentamos 
es el desafortunadamente famoso “Caso Paulina”. 
Paulina del Carmen Ramírez Jacinto tenía trece años 
de edad cuando fue violada, en julio de 1999, en su 
propia casa, frente a sus familiares, por un drogadic-
to. Ante la noticia de su embarazo, tomó la decisión, 
con el apoyo de su familia, de someterse a una inte-
rrupción de embarazo, de acuerdo con la legislación 
del estado de Baja California, que autoriza el aborto 
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en caso de violación. La autorización y la orden de 
proceder a la intervención es dada por la Agencia del 
Ministerio Público Especializada en Delitos Sexua-
les, y gira oficios del director del Sector Salud y al 
Hospital General de Mexicali, siendo, según el Mi-
nisterio Público, las autoridades públicas las únicas 
competentes para practicar el aborto. En octubre del 
mismo año, Paulina se presenta al Hospital General 
de Mexicali para que sea realizada la intervención. 
Luego de siete días de internamiento, la adolescente 
es dada de alta sin haberse realizado el procedimien-
to y sin explicaciones claras. Frente a tal situación, 
el Ministerio Público reitera órdenes para que sea 
practicado el aborto antes de lo posible bajo la pena 
de un arresto del director, de treinta y seis horas, y 
una multa de cincuenta días de salario mínimo por 
desacato a la autoridad. Unos días más tarde, el di-
rector cita a Paulina para que se realice la interven-
ción. La adolescente vuelve a ingresar el hospital; sin 
embargo, al día siguiente recibe, en ausencia de su 
madre, la visita de dos mujeres, que dicen trabajar 
en el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de 
la Familia (DIF), y que intentan persuadirla de que 
renuncie a su derecho de abortar. Se sabrá con poste-
rioridad que se trataba de una intervención de la aso-
ciación civil Pro Vida, cuya finalidad es la defensa de 
la vida humana desde el momento de la concepción. 
El mismo día, el director del hospital se reúne con 
la madre de Paulina y le asegura que de practicarse la 
intervención, la niña podría perder la vida o quedar 
estéril. La familia de Paulina desiste. A partir de las 
denuncias de la familia por violaciones a los dere-
chos humanos de la menor, Ismael Ávila Iñiguez, el 
director del hospital justificará su desacato a la orden 
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judicial con base en su derecho a la objeción de con-
ciencia, al considerar la orden judicial del Ministerio 
Público como un “abuso de autoridad”, al obligar 
a los médicos a practicar una intervención en con-
tra de sus principios.48 Finalmente, cabe mencionar 
que tras años de lucha para que fuera reconocido su 
agravio, Paulina y su familia, apoyadas por diferen-
tes asociaciones civiles y algunos órganos estatales, 
lograron obtener la reparación integral tras la presen-
tación de una queja en contra del Estado mexicano 
ante la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos, la cual dio lugar, en 2006, a un Acuerdo de 
Solución Amistosa entre las partes. En ese convenio, 
el Estado mexicano se comprometió a reparar de for-
ma integral el daño ocasionado a Paulina y a su hijo, 
reconoció públicamente la violación de sus derechos 
humanos y la responsabilidad de las autoridades pú-
blicas involucradas, y finalmente, acordó establecer 
medidas de no repetición para eliminar los obstácu-
los que impiden a las mujeres ejercer sus derechos 
sexuales y reproductivos, en particular su derecho 
legal al aborto.49

Estos dos casos ilustran tanto las virtudes como las 
falacias que pueden generar el recurso a la objeción 
de conciencia, y permiten hacer énfasis sobre sus 
condiciones de legitimidad, o, en cambio, sobre su 
utilización abusiva y fraudulenta. 

1. En primer lugar, La objeción de conciencia debe 
ser personal, pública y justificada. En el caso de los 
estudiantes que se negaban a rendir honores a la 
bandera, la objeción, si bien es común a la comu-
nidad religiosa testigos de Jehová en su conjunto, se 
expresaba por cada protagonista de forma individual 
y personal. Se trataba de una negativa que se hacía 
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pública ante las autoridades escolares, y que se fun-
daba en un motivo religioso identificable. En cam-
bio, el director del Hospital General de Mexicali, en 
el caso Paulina, no manifestó expresamente sus es-
crúpulos de conciencia en contra del derecho legal 
al aborto, sino que escondió sus motivos mediante 
maniobras engañosas y dilatorias. Se trataba, asimis-
mo, de una actuación disimulada, de mala fe, que se 
alejaba de la objeción de conciencia stricto sensu, 
que supone un acto reivindicatorio frente a la socie-
dad. Además, la objeción del servidor público dejó 
de ser personal cuando dio instrucciones a los de-
más médicos del hospital para que no atendieran a la 
adolescente. Este tema de la objeción de conciencia 
institucional ha sido ampliamente examinado por la 
Corte Suprema de Colombia, país que también está 
confrontado al problema de obstrucciones masivas al 
derecho legal al aborto.50 Asimismo, en una  senten-
cia de 2006, el juez constitucional afirmó que “la ob-
jeción de conciencia no es un derecho del cual son 
titulares las personas jurídicas o el Estado. Sólo es 
posible reconocerlo a personas naturales, de manera 
de que no pueden existir instituciones de salud —clí-
nicas, hospitales, centros de salud— que presenten 
objeción de conciencia en la práctica de una inte-
rrupción legal de embarazo”. Respecto del carácter 
público de la objeción y de su ejercicio de buena 
fe, el juez constitucional colombiano, en un fallo de 
2009 que concernía una mujer cuyo feto no iba a 
sobrevivir más allá del parto debido a severas malfor-
maciones, consideró que la objeción de conciencia 
debía manifestarse por escrito y contener las razones 
y convicciones profundas que impedían al funcio-
nario llevar a cabo el aborto. Subrayó, además, la 
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prohibición tajante de elevar obstáculos, exigencias 
o barreras adicionales a las establecidas por el juez 
para dilatar el procedimiento, en particular, realizar 
juntas médicas de revisión o aprobación que ocasio-
nan tiempos de espera injustificados, o alegar obje-
ciones de conciencia colectivas o institucionales.51

2. De lo anterior se desprende que la objeción de 
conciencia debe ser usada como escudo y no como 
espada.52 Asimismo, el caso Paulina ilustra una si-
tuación a la que se enfrentan cotidianamente las 
mujeres en México y en Latinoamérica; esto es, la 
obstrucción organizada del ejercicio de sus derechos 
sexuales y reproductivos. En efecto, en la región, la 
religión sigue dominando los debates sobre sexua-
lidad y reproducción. La Iglesia católica hizo de la 
defensa de la moral sexual su bandera desde el inicio 
del siglo XX,53 y ha logrado, apoyada por las fuerzas 
evangélicas y pentecostales, hoy día en plena expan-
sión, obstaculizar con éxito los cambios que conoció 
la región en materia de derechos sexuales y repro-
ductivos. Asimismo, en México, la despenalización 
del aborto en las doce primeras semanas de gesta-
ción en el Distrito Federal ha dado lugar, a nivel de 
las entidades federativas, a una fuerte reacción con-
servadora, mediante la protección constitucional de 
la vida desde la concepción en dieciséis legislaturas 
locales. Más allá de la fuerte religiosidad de la pobla-
ción, esta estrategia de obstrucción revela la existen-
cia, en muchos casos, de una relación clientelar en-
tre los gobiernos y la Iglesia católica, donde se juega 
la legitimidad del poder político a cambio de la pre-
servación de la doctrina católica.54 Por lo mismo, la 
separación entre el Estado y las iglesias sigue siendo 
una ficción en Latinoamérica, aun en países formal-
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mente laicos como México, como bien lo ilustra el 
caso Paulina, que pone en evidencia el contubernio 
de las autoridades públicas y de la Iglesia católica y 
sus asociaciones de fieles en contra de disposiciones 
legales progresistas. 

En tal contexto de reacción y de resistencia frente 
a los cambios sociales y al incipiente reconocimiento 
de la libertad de las mujeres sobre su propio cuer-
po, las objeciones de conciencia aparecen también 
como una estrategia colectiva de lucha en contra los 
derechos reconocidos, tal como lo muestran los lla-
mados de la Iglesia a ejercer el derecho de objeción 
de conciencia en materia de interrupción de emba-
razo. Asimismo, Juan Pablo II, en la encíclica Evan-
gelium vitae, afirmaba el deber para los católicos, de 
oponerse al aborto y a la eutanasia —“una ley intrín-
secamente injusta, como es la que admite el aborto 
o la eutanasia, nunca es lícito someterse a ella ‘por-
que las’ leyes de este tipo no sólo no crean ninguna 
obligación de conciencia, sino que, por el contrario, 
establecen una grave y precisa obligación de oponer-
se a ellas mediante la objeción de conciencia”—55 
bajo amenaza de excomunión. En estas condiciones, 
la objeción de conciencia deja de ser utilizada a fi-
nes de exención personal, y se convierte en un arma 
política en el contexto más general de la resistencia 
de las fuerzas religiosas en materia de sexualidad en 
México y en la región. 

En contraste, si bien la objeción de los testigos de 
Jehová tiene también, en cierta medida, un carác-
ter colectivo, no pretende, ni mucho menos, privar 
de eficacia los mandatos jurídicos de la Ley sobre 
el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales.56 Los 
diferentes reportes sobre el tema nunca mencionan 
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una actitud de proselitismo o de incitación a la des-
obediencia hacia los demás alumnos, sino que su-
brayan en cambio la actitud pasiva, pero respetuosa 
de los objetores durante las ceremonias civiles. La 
oportunidad y legitimidad social de la norma recha-
zada nunca es puesta en tela de juicio, y el único 
propósito perseguido por los objetores es la exención 
personal del mandato considerado en conflicto con 
las convicciones fundamentales del sujeto. 

3. Todavía más importante que lo anterior, la ob-
jeción de conciencia no debe vulnerar los derechos 
fundamentales de los demás. Conforme con el princi-
pio de daño, que se encuentra en el centro del pensa-
miento liberal, cada individuo tiene derecho a actuar 
de acuerdo con su propia voluntad en tanto que tales 
acciones no perjudiquen o dañen a otros. Asimismo, 
el principio de autodeterminación de los individuos, 
base del sistema de sus derechos y libertades, en-
cuentra su necesario límite en el respeto de las liber-
tades de los demás. Respecto del caso de la objeción 
de conciencia de los testigos de Jehová en materia de 
honores a los símbolos patrios, la situación es simple, 
ya que la reivindicación de la objeción de concien-
cia de los objetores no afecta de ninguna manera la 
esfera de derechos y libertades de sus compañeros 
de clase. Ciertamente, se argumentó que tal actitud de 
desobediencia constituía un daño, un precedente pe-
ligroso para la moral y disciplina escolares y el buen 
orden de los planteles escolares.57 Sin embargo, el 
ejercicio de las libertades fundamentales se desplie-
ga precisamente frente a consideraciones colectivas 
y poco precisas de bien común o de interés general, 
en cuanto no existen elementos materiales suficien-
tes para mostrar la realidad de una afectación grave 
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a las condiciones que permiten la convivencia en un 
marco de libertades.

Muy diferentes son las consecuencias de las obje-
ciones de conciencia en materia de interrupción de 
embarazo, ya que existe un vínculo causal directo y 
evidente entre la negación de prestación por parte 
del médico por motivos de conciencia y la vulne-
ración del derecho de la mujer a decidir sobre su 
cuerpo. Al respecto, el caso Paulina es revelador de 
la vulnerabilidad de las mujeres —especialmente de 
bajo recurso— en México y en la región frente al po-
der y actuación arbitraria de las instituciones médi-
cas públicas. No se trata, sin embargo, de negar toda 
posibilidad de objetar por parte de los médicos, pues 
una prohibición absoluta sería tan intolerante como 
la mala fe, el autoritarismo y la parcialidad que carac-
terizan la actuación de algunos de ellos. La cuestión 
del aborto y del inicio de la vida humana es sin duda 
un tema complejo, y es necesario reconocer la diver-
sidad de posturas y de convicciones fundamentales 
respecto a ello. En tal contexto, la problemática de 
la objeción de conciencia en la materia se presenta 
como una búsqueda de equilibrio entre el derecho a 
la libertad de conciencia del médico y la autonomía 
de la mujer en materia de derechos sexuales y repro-
ductivos. En la práctica, los países que reconocen el 
derecho al aborto —cual sea su extensión y modali-
dades— suelen regular también en su normativa la 
posibilidad para los médicos de objetar, en el marco 
de condiciones precisas. Asimismo, en la ciudad de 
México, el artículo 16 bis 7 de la Ley de Salud para el 
Distrito Federal58 regula la libertad para los médicos 
de objetar de la manera siguiente: a) no puede ser in-
vocado cuando la vida de la mujer comporte un ries-
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go inmediato; b) el objetor debe orientar a la mujer 
hacia otro médico no objetor, y c) la institución tiene 
la obligación de organizarse de manera de garantizar 
la disponibilidad constante del personal no objetor. 
Así las cosas, el derecho a la objeción de conciencia 
de los médicos no se ejerce de manera absoluta, sino 
que es subordinado al respeto de los derechos de las 
mujeres. 

4. Finalmente, la objeción de conciencia se ejerce 
de forma más severa tratándose de servidores públi-
cos. Varios elementos apuntan en esta dirección. En 
primer lugar, parece razonable pensar que asumir un 
cargo público da lugar a algunas obligaciones pro-
pias que derivan de la confianza acordada por los 
ciudadanos  al funcionario. El servidor público, valga 
la redundancia, tiene precisamente por función ser-
vir los intereses de sus administrados, y asegurarse 
de que sean respetados sus derechos fundamentales. 
Por otro lado, personifica el principio de laicidad, y 
por lo tanto, está sujeto a una estricta obligación de 
neutralidad, ya sea maestro de escuela, juez, gober-
nador o presidente de la República. Esta exigencia 
hacia los funcionarios, en el desempeño de su actua-
ción pública, es absolutamente ineludible si lo que 
se busca es la vigencia práctica de los principios de 
imparcialidad y libertad en igualdad de condiciones 
que postula la laicidad. Ciertamente, un médico que 
labora en una institución pública de salud no es su-
jeto a las mismas obligaciones que un magistrado o 
un policía, pues su actuación tiene una dimensión 
altamente deontológica, que deja un amplio espacio 
a sus convicciones y sentido del deber. Sin embargo, 
y para retomar el caso Paulina, el cargo de direc-
tor general de un hospital público conlleva también 
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responsabilidades hacia la comunidad en general, 
que las pretensiones religiosas difícilmente pueden 
levantar. 

En virtud de lo anterior, la problemática de la obje-
ción por motivos religiosos de los servidores públicos 
se plantea, en primer lugar, desde la idea de obliga-
ción hacia los administrados. Así lo entendió la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación al analizar el 
caso de la objeción de conciencia a las ceremonias 
cívicas, ya no de los alumnos, sino de los docentes 
testigos de Jehová, con base en sus obligaciones la-
borales.59 Esta decisión, que confirma el cese de un 
profesor por negarse a saludar la bandera y entonar 
el himno nacional, puede sin embargo parecer se-
vera, ya que no confronta la idea de obligación con 
el derecho de libertad de conciencia, cuya titulari-
dad conservan los servidores públicos al igual que 
cualquier otro ciudadano. Sin embargo, su objeción 
de conciencia solo será legítima y susceptible de re-
conocimiento cuando no afecte los derechos de los 
administrados y el carácter laico del Estado. 

IV. Conclusión

He intentado, a lo largo de este texto, mostrar que 
la objeción de conciencia obedece a consideraciones 
diversas y complejas, que hacen imposible aportar 
una solución sistemática a la gran diversidad de pos-
tulados que ofrece en la práctica. Si bien podemos 
considerar que los valores de autonomía, neutralidad 
y tolerancia apuntan hacia un amplio reconocimien-
to de las diferencias y del disenso en democracia, el 
problema se vuelve más delicado cuando son ataca-
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dos, mediante las pretensiones de la superioridad de 
una norma religiosa sobre un mandato jurídico, los 
ideales de la democracia y de la laicidad y lo que 
llamamos de manera bastante ambigua progresismo, 
y que no es sino una visión liberadora y siempre per-
fectible del ser humano y de la humanidad con base 
en la razón.60 

En tal contexto de pugna entre fuerzas innovadoras 
y conservadoras, me parece que todos tenemos una 
responsabilidad, que consiste en defender, con base 
en argumentos razonables y razonados, el proyecto 
de sociedad que nos parece más libertario, igualita-
rio y solidario. La tragedia que afectó a Paulina y a 
todas las demás mujeres a las cuales fueron negado 
su derecho legítimo a decidir sobre su propio cuerpo 
lo exige de manera ineludible. 
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